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El presente ensayo tiene como objetivo principal analizar y cuestionar la ejecución de los
laudos arbitrales, puesto que, si bien las partes se sujetaron a un convenio arbitral para
solucionar su conflicto de una manera más rápida y confiable; lamentablemente, resulta
recurrente el incumplimiento de éstas frente a lo determinado por el árbitro o tribunal arbitral.
Por ende, la parte perjudicada se ve en la necesidad de retroceder a la vía judicial para hacer
valer el derecho que le fue conferido mediante el laudo arbitral, desvirtuando así este
mecanismo y cuestionando su eficiencia.

De manera previa, corresponde recordar que, el arbitraje, como un mecanismo alternativo de
solución de controversias otorga a los particulares la posibilidad de escoger una vía distinta a
la “ordinaria” (judicial). Así pues, las partes deciden brindar facultades a un tercero imparcial
(árbitro) o terceros imparciales (tribunal arbitral) para que decidan la resolución del conflicto
a través de la emisión de un laudo, con el cual las partes se comprometen a cumplir.

Al respecto, es importante tener en cuenta que, pese a lo suscrito por la innumerable
normativa, doctrina o jurisprudencia que califica al arbitraje como una medida extraordinaria
para resolver disputas; debemos advertir que ello no es del todo cierto. Como dice
Guzmán-Barrón, C. (2016): “El arbitraje es una de las primeras formas de resolver
conflictos, y su origen se remonta a la época de las sociedades primitivas (...) siendo anterior
a la existencia de la justicia formal”2.

Como se aprecia, la importancia y utilidad del arbitraje se remonta a la necesidad de la
humanidad de poder aplicar una solución a sus conflictos, siendo la piedra angular de ello la
voluntad que manifiestan las partes de confiar en un tercero y de sujetarse a su disposición
final.

En ese contexto, se observa al arbitraje como un medio ideal para encontrar soluciones; sin
embargo, pese a que fue la autonomía de las partes las que decidieron pactar un convenio
arbitral y resolver su conflicto por esta vía, es frecuente que la parte desfavorecida por el
laudo arbitral determine incumplir lo dispuesto por el árbitro o tribunal arbitral (teoría del
incumplimiento).

2 Guzmán-Barrón, C. (2016). Arbitraje Comercial nacional e internacional. Revista Arbitraje PUCP.
https://repositorio.pucp.edu.pe/index/bitstream/handle/123456789/170666/16%20Arbitraje%20comercial%20na
cional%20e%20internacional%20con%20sello.pdf?sequence=1&isAllowed=y
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Sobre el particular, corresponde indicar que el artículo 59 del DL 1071, “Decreto Legislativo
que norma el arbitraje”3 otorga al laudo arbitral la condición de cosa juzgada, bajo el sustento
de que lo decidido por el árbitro o tribunal arbitral vincula a los jueces y a las partes del
arbitraje (Sentencia del Tribunal Constitucional, Exp N 01064-2013-PA/TC4). Así pues, el
laudo arbitral tiene la finalidad de lograr la terminación definitiva de la controversia y
alcanzar un estado de seguridad jurídica (Casación N 4511-2013-Arequipa).

No obstante, lo señalado anteriormente se limita a la condición del árbitro, pues, como ya es
sabido, éste no tiene facultad coercitiva/ius imperium. Ello, fundamentado en la exclusiva
atribución del Estado como ente rector que debe tener un control absoluto del poder que
genera efectos en la sociedad, monopolizando el uso de la fuerza para el cumplimiento de
todas sus decisiones.

En efecto, resulta cuestionable la eficiencia de la vía arbitral, pues, si las partes ya decidieron
negarse a ir por el procedimiento judicial, que en muchos casos evidencia rigidez, morosidad
y falta de confiabilidad en la justicia; por qué en el supuesto de que una de las partes
incumpla lo dispuesto en el laudo, suscita a que la otra parte deba recurrir a la vía judicial
para requerir la ejecución de éste. De ese modo, se perjudica la razón de ser del arbitraje,
como una vía más rápida y confiable de resolver disputas, desnaturalizando la obligatoriedad
del laudo. Como señala Arrarte, A. (2003): “el propósito de acogerse al arbitraje será
alcanzado siempre y cuando se cumpla con lo siguiente: (i) la duración del arbitraje sea
razonablemente corto, (ii) el acceso a este mecanismo de solución de controversias no sea
oneroso y, finalmente, (iii) sea posible, jurídica y fácticamente, la ejecución del
pronunciamiento definitivo del tribunal arbitral”5.

Al respecto, el numeral 3 del artículo 59 del DL 1071, establece: “Si la parte obligada no
cumple con lo ordenado por el laudo, en la forma y en los plazos establecidos, o en su
defecto, dentro de los quince (15) días de notificada con el laudo o con las rectificaciones,
interpretaciones, integraciones y exclusiones del laudo, cuando corresponda; la parte
interesada podrá pedir la ejecución del laudo a la autoridad judicial competente, salvo
resulte aplicable el artículo 67”. Aunado a ello, corresponde indicar que el artículo 67 de la
citada norma, atribuye al árbitro la facultad de ejecutar sus laudos y decisiones, bajo la
condición de que no se requiera la fuerza pública. De forma complementaria, Arrarte, A.
(2003)6 menciona: “el propósito de este proceso será contribuir a que el mandato arbitral
logre su eficacia a través de la satisfacción práctica de los derechos en discusión, más no

6 Ibídem.

5 Arrarte, A. (2003). Apuntes sobre la ejecución de laudos arbitrales y su eficacia a propósito de la intervención
judicial. Revista: Ius et Veritas. https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/iusetveritas/article/view/16260/16676

4 Tribunal Constitucional (2013). Exp. N.° 01064-2013-PA/TC.
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2014/01064-2013-AA.html#:~:text=En%20suma%2C%20el%20laudo%2
0tiene,y%20a%20las%20partes%20del%20arbitraje.
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generar certeza alguna respecto de lo decidido, pues ésta ya fue conferida por el laudo o, en
general, por la decisión arbitral que requiere su ejecución forzada”.

Como se advierte, existen determinadas decisiones del árbitro que pueden ser exigidas y
ejecutadas por éste, tales como la inscripción registral de la transferencia de una propiedad o
la venta extrajudicial de bienes prendados en los supuestos de incumplimiento7.

Aclarado ello, cabe reiterar que, frente al eventual incumplimiento de lo dispuesto por el
árbitro o tribunal arbitral en el laudo, pese a su condición de cosa juzgada, la parte
interesada/perjudicada deberá recurrir a la vía judicial para solicitar a la autoridad competente
la ejecución del laudo, cumpliendo con presentar los requisitos dispuestos en el artículo 68
del DL 10718.

Para tal efecto, se denota que el numeral 4 del artículo señalado anteriormente dispone: “La
autoridad judicial está prohibida, bajo responsabilidad, de admitir recursos que entorpezcan
la ejecución del laudo”. Sin embargo, ello resulta cuestionable, pues cuando el laudo arbitral
pasa a la jurisdicción ordinaria, le corresponde al juez notificar a la otra parte lo que le fue
solicitado, otorgando de ese modo la posibilidad de poner en tela de juicio y/u oponerse9 lo
determinado por el árbitro o tribunal arbitral, desvirtuando así esta vía.

Al respecto, corresponde señalar que el numeral 2 del artículo 688 del Código Procesal Civil
establece “Sólo se puede promover ejecución en virtud de títulos ejecutivos de naturaleza
judicial o extrajudicial según sea el caso. Son títulos ejecutivos los siguientes: (…) 2. Los
laudos arbitrales firmes (…)”. Asimismo, es importante mencionar que el laudo arbitral debe
contener una obligación que sea cierta, expresa y exigible, y en el caso de obligaciones de dar

9 Código Procesal Civil (CPC).  Artículo 690-D:
“Dentro de cinco días de notificado el mandato ejecutivo, el ejecutado puede contradecir la ejecución y
proponer excepciones procesales o defensas previas (...)”.

8 “Artículo 68.- Ejecución judicial.
1. La parte interesada podrá solicitar la ejecución del laudo ante la autoridad judicial competente
acompañando copia de éste y de sus rectificaciones, interpretaciones, integraciones y exclusiones y, en su
caso, de las actuaciones de ejecución efectuada por el tribunal arbitral.
2. La autoridad judicial, por el solo mérito de los documentos referidos en el numeral anterior, dictará
mandato de ejecución para que la parte ejecutada cumpla con su obligación dentro de un plazo de cinco (5)
días, bajo apercibimiento de ejecución forzada”.
3. La parte ejecutada sólo podrá oponerse si acredita con documentos el cumplimiento de la obligación
requerida o la suspensión de la ejecución conforme al artículo 66. La autoridad judicial dará traslado de la
oposición a la otra parte por el plazo de cinco (5) días. Vencido este plazo, resolverá dentro de los cinco (5)
días siguientes. La resolución que declara fundada la oposición es apelable con efecto suspensivo.
4. La autoridad judicial está prohibida, bajo responsabilidad, de admitir recursos que entorpezcan la
ejecución del laudo.

7 SPIJ. Código Civil Peruano (1984). Artículo 1069.



suma de dinero, también debe ser líquida o liquidable, de conformidad con el artículo 689 del
CPC.

En ese contexto, se aprecia que si bien el Poder Judicial no puede analizar el fondo de la
controversia resuelta en el laudo, tiene la capacidad de evaluar el cumplimiento de aspectos
formales de éste. Así pues, resulta necesaria la debida diligencia que deben tener las partes
en constatar que el laudo esté completamente saneado y, por otro lado, que los tribunales
arbitrales se aseguren que el laudo sea ejecutable, como señala León, R. (2019)10: “Las
condenas arbitrales que ordenan pagos específicos deben contener todos los elementos para
que simplemente los jueces puedan ordenar directamente su ejecución. Para ello, es
recomendable fijar en el laudo la orden de pago, el período correspondiente, la tasa
aplicable, desde qué fecha hasta qué fecha aplican tasas a costos, la forma del cálculo de los
impuestos, desde qué fecha, entre otros detalles”.

Ahora bien, conforme al análisis realizado en líneas anteriores se cuestiona la efectividad del
arbitraje como medio para resolver conflictos, a razón de la obligatoriedad de recurrir a la vía
judicial para solicitar la ejecución de laudos arbitrales que requieran fuerza pública,
advirtiendo falencias que pueden ser mejoradas. En consecuencia, resulta viable la propuesta
de que el legislador plantee formas en las que oriente a las partes a cumplir con el laudo, bien
sea a través de la imposición de sanciones o de incluso el otorgamiento de prerrogativas.

Sin perjuicio de ello, cabe profundizar tal problemática en los arbitrajes que se realizan con
las entidades, a razón de las contrataciones públicas. Al respecto, el literal a), numeral 2 del
artículo 226 del Reglamento de la Ley de Contrataciones con el Estado11 establece la
posibilidad de que exista o no convenio arbitral en el contrato entre el privado y el Estado, de
forma supletoria la controversia que surge deberá ser resuelta mediante el arbitraje. Ante ello,
en el supuesto de que el tribunal arbitral haya establecido que el Estado es la parte perdedora
en el arbitraje, nace la cuestión: ¿Qué puede hacer el privado cuando la entidad de manera
voluntaria no cumple con lo dispuesto en el laudo o retrasa su cumplimiento?.

De acuerdo con Gutierrez (2022)12: “si bien el arbitraje puede resultar eficiente en lo que
respecta a la oportunidad para obtener un pronunciamiento definitivo y firme;
lamentablemente, ello no determina la ejecutabilidad inmediata del laudo cuando nos
encontramos con el Estado como la parte perdedora. Así, podemos contar con un arbitraje
cuya duración cumpla con los estándares de razonabilidad en su duración, por ejemplo,

12 Gutierrez, M. (2022). Las aventuras para ejecutar un laudo contra el Estado peruano. Litigio 360.

11 SPIJ. Reglamento de la Ley de Contrataciones con el Estado. Aprobado mediante DS 344-2018-EF y sus
modificatorias.

10 León, R. (2019). Diez problemas en la ejecución judicial de laudos arbitrales en Lima-Perú durante el año
2017.https://repositorio.pucp.edu.pe/index/bitstream/handle/123456789/169807/Le%C3%B3n%20Pastor.pdf?se
quenc
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dieciocho meses; pero que, al llegar a la etapa de ejecución judicial, el cumplimiento del
cronograma de pago pueda tomar, inclusive, un quinquenio”.

En ese sentido, se aprecia una problemática recurrente que perjudica a los privados, pues, si
bien son acreedores del derecho por disposición del laudo, la preocupación radica en cómo
puede lograr su ejecución, sin que perjudique la celeridad y eficacia que se buscaba en la vía
arbitral. Así pues, existe la problemática que se suscita por el desconocimiento de los
magistrados, a quienes les toca raramente ejecutar un laudo y se encuentran en la eventual
presión de no caer en un error que los perjudique. Ledesma, M. (2015)13, señala: “la
ejecución de un laudo arbitral en sede judicial demora un tiempo mayor a tres años,
considera que esa respuesta tardía responde a la falta de especialización de los jueces (lo
que constataba en el año 2009), la sobrecarga procesal, la marcada litigiosidad del proceso
judicial, entre otros aspectos”.

De otro lado, en el caso de que el laudo determina el derecho a cobro del particular, se lleva a
la mesa del juez, a quien se le a solicitado la ejecutabilidad de éste, la problemática de no
poder disponer de los bienes por ser públicos y con naturaleza inembargables, así como la
restricción de disponer de cuentas públicas que lo pueden llevar a una eventual
responsabilidad civil y/o penal.

Al respecto, el numeral 4 del artículo 42 de la Ley que Regula el Proceso Contencioso
Administrativo14, señala: “Transcurridos seis meses de la notificación judicial sin haberse
iniciado el pago u obligado al mismo de acuerdo a alguno de los procedimientos establecidos
en los numerales 42.1, 42.2 y 42.3 precedentes, se podrá dar inicio al proceso de ejecución
de resoluciones judiciales previsto en el Artículo 713 y siguientes del Código Procesal Civil.
No podrán ser materia de ejecución los bienes de dominio público conforme al Artículo 73
de la Constitución Política del Perú.”

Aclarado ello, cabe reiterar que, existe una problemática constante respecto a la ejecución
judicial de los laudos arbitrales, que conlleva mayor atención para el caso de disposiciones
que perjudiquen a las entidades en materia de contrataciones públicas, derivando todo a una
dilatación del proceso y desacreditando la vía arbitral que fue utilizada de forma primigenia
para solucionar el conflicto.

De otro lado, Guzmán-Barrón & Zúñiga (2015)15 establece que “se debe privilegiar el uso
del arbitraje institucional en la contratación pública a efectos de que, a través de la
aplicación efectiva del principio de transparencia, se logre una mayor confianza en el

15 Guzmán-Barrón, C. (2016). Arbitraje Comercial nacional e internacional. Revista Arbitraje PUCP.
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14 SPIJ. Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo. Aprobado mediante DS 004-2019-JUS.

13 Ledesma, M. (2015). Jurisdicción y Arbitraje. (3rd ed.). Fondo Editorial PUCP.
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arbitraje y en los árbitros en aras de una mayor seguridad jurídica”. Así pues, también
resulta otra idea, que si bien trastoca la normativa nacional, resulta de gran necesidad en
favor del arbitraje, así pues sería una eventual modificación normativa con el fin de brindar
al árbitro la facultad de ejecutar sus laudos arbitrales sin limitaciones, pero considerando tal
potestad sólo en el caso del arbitraje institucional, puesto que la facultad sería conferida a los
árbitros que han debido cumplir determinados requisitos de los Centros de Arbitraje para
contar con su respaldo, lo que brinda mayor seguridad a las partes y limita de cierta manera
un aprovechamiento ilícito de tal facultad, ello de la mano de una regulación específica que
tipifique las sanciones que correspondan ante los supuestos de actos ilegales en el ejercicio de
tal facultad propuesta.

Por las consideraciones antes expuestas, considero pertinente que este tema usualmente
cuestionado por gran variedad de juristas sea analizado por el Estado, con el fin de que
otorgue una alternativa que no perjudique los intereses de la Nación, ni tampoco de sus
ciudadanos. Por tanto, se tenga a bien considerar las propuestas planteadas en el presente
ensayo, tales como, (i) que el legislador establezca normativa que disponga penalidades o
privilegios, con el fin de promover a las parte cumplir con lo dispuesto por el laudo y, (ii)
aunque parezca remoto se plantee una modificación normativa que brinde facultad al árbitro
o tribunal de un arbitraje institucional, de poder ejecutar sus laudos sin restricciones.
Basándose en que, las partes en mérito a su autonomía recurren a un medio para solucionar
sus conflictos (arbitraje) pensando en que pueden hallar una solución rápida y eficiente, sin
imaginar que, existe la posibilidad de que terminen involucrados en un proceso judicial que
posterga la realización del derecho que le fue atribuido a una parte, pese a ser ello una
cuestión de justicia.


